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OBSERVACIONES AL BORRADOR DE ANTEPROYECTO DE LEY DE REFORMA DE LA NEGOCIACIÓN COLECTIVA 

Observaciones preliminares:

En la valoración del borrador de anteproyecto de ley de reforma de la negociación colectiva no puede hacerse abstracción del proceso de negociación previo desarrollado por las organizaciones sindicales y empresariales más representativas al amparo de los compromisos asumidos en el Acuerdo Social y Económico de 2 de febrero de 2011 (ASE), y en particular no debe ignorarse  lo establecido en el acuerdo bipartito sobre criterios básicos para la reforma de la negociación colectiva incluido en el citado Acuerdo. En este sentido, debe recordarse la mención a la suscripción de un Acuerdo Interconfederal en el que se incorporara los acuerdos que pudieran alcanzarse en la materia. De haberse conseguido tal acuerdo, las opciones de política legislativa sobre la estructura de la negociación colectiva, la dinamización de la negociación colectiva, la renovación de los convenios y su adaptación a los cambios en los sectores y en las empresas, como son el impulso de las comisiones paritarias y de los mecanismos de solución extrajudicial de conflictos, la flexibilidad interna y la participación de los trabajadores, habrían tenido el amparo y apoyo efectivo de los firmantes de cara a la consecución de estos objetivos. 

En segundo lugar, y dentro de estas valoraciones preliminares, debe advertirse sobre la insuficiencia de las previsiones sobre participación de los trabajadores en materia de negociación colectiva. Habiendo compartido en el ASE que debería impulsarse la flexibilidad interna de las empresas, tal objetivo se unió a la necesidad de mejorar la participación de los trabajadores en estas decisiones, con la finalidad de evitar que la aplicación de las medidas dieran lugar a un desequilibrio en las relaciones laborales dentro de la empresa. Pues bien, las distintas previsiones del anteproyecto, y sin que ello suponga ignorar algunas mejoras recogidas en materia de participación, lo cierto es que no permiten avanzar con la misma trascendencia en el reconocimiento de la participación de los trabajadores en las medidas de flexibilidad interna que se aplican en la actualidad por decisión discrecional del empresario conforme a la norma vigente, en contraposición a como se hace a la hora de fijar como contenido mínimo de los convenios la previsión de medidas que contribuyan a la flexibilidad interna..Salvo las referencias a los artículos 41.6 y 82.3, no se mandata a los convenios a que desarrollen mecanismos claros de participación en las decisiones de flexibilidad.

Por otra parte, y también con carácter general, si bien se valora positivamente el esfuerzo en materia de estructura y concurrencia de convenios que se hace en el anteproyecto sobre el fortalecimiento de la negociación colectiva interprofesional y sectorial estatal o autonómica, y sobre la ordenación de la negociación en ámbitos inferiores como es el de empresa, la prevalencia aplicativa que se reconoce a este último convenio respecto del sectorial en distintas materias, puede convertirse en marco absoluto de regulación que puede monopolizar el convenio de empresa, simplemente con la negativa de alguna de las partes en los ámbitos interprofesional o sectorial a establecer pactos en contrario. En consecuencia, a falta de previsión específica de los convenios u acuerdos indicados, no será posible que tales convenios puedan establecer una regulación específica o distinta a la reserva legal de materias para el convenio de empresa. 

Además, las organizaciones sindicales más representativas deben hacer constar las reiteradas proclamaciones hechas sobre que las reformas de esta materia deberían estar informadas por el principio de respeto a la autonomía colectiva de sindicatos y organizaciones de empresarios. Se hizo constar, como documentos más recientes, en las Declaraciones para el Diálogo Social de 2004 y 2008, en el Acuerdo para el Empleo y la Negociación Colectiva de 9 de febrero de 2010, y en el mismo ASE de 2 de febrero de 2011. Por tanto, la iniciativa adoptada por el Ejecutivo se corresponde con su exclusiva responsabilidad, que en el momento de tramitarse legislativamente, lo será del poder legislativo, pero no con propuesta alguna de las organizaciones sindicales.

Por último, se hace también la advertencia sobre la disconformidad sindical acerca de la reforma laboral impuesta por el RD-ley 10/2010 y la  Ley 35/2010, particularmente por lo que se refiere a la materia objeto del borrador de anteproyecto, sobre las reformas introducidas por aquellas disposiciones en materia de negociación colectiva, que provocaron la convocatoria de huelga general del 29 de septiembre de 2010, y la presentación de una Iniciativa Legislativa Popular “Por el Empleo Estable y con Derechos” para su corrección. 

Hechas las anteriores observaciones de carácter general, procede a continuación señalar algunas de carácter particular sobre el articulado.

Artículo 1. Estructura de la negociación colectiva y concurrencia de convenios colectivos.

Uno.  Modifica el apartado 2 del artículo 83 (estructura)
Debería incluirse  en el artículo 83.2  la facultad de que el acuerdo interprofesional, convenio colectivo o acuerdo sectorial estatal o de comunidad autónoma  pueda establecer no sólo la estructura y las reglas de concurrencia, sino también “los principios de complementariedad de las unidades de contratación, fijándose siempre en este ultimo supuestos las materias que no podrán ser objeto de negociación en los ámbitos inferiores”.
Debería incluirse en la nueva redacción del párrafo segundo del apartado 2, la exigencia de que el convenio o el acuerdo sectorial estatal o de comunidad que establezca la estructura y las reglas de concurrencia, sea firmado por los sindicatos más representativos.  

Dos. Modifica el artículo 84 (concurrencia)
La preferencia que se otorga en materia salarial al convenio de empresa  en la nueva redacción que se propone del apartado 2, letras a y b, debería modificarse, limitándose a la cuantificación de los conceptos salariales, con observancia del salario mínimo garantizado por el sector, y conforme los porcentajes de incremento fijados en el convenio sectorial de aplicación, incluido el convenio provincial,  y al ajuste del salario y productividad, según los criterios establecidos en el convenio sectorial de aplicación, incluido el convenio provincial.

Respecto a la ordenación del tiempo de trabajo, el convenio de empresa sólo debería tener preferencia en su distribución según los criterios establecidos en el convenio sectorial de aplicación,  incluido el convenio provincial.

Lo mismo cabe señalar en relación a la preferencia que se otorga al convenio de empresa respecto a los convenios colectivos de grupo de empresa.  

Por otra parte, los convenios de una pluralidad de empresas nominativamente identificadas, no deben tener el mismo tratamiento que el convenio de empresa en cuanto a la prevalencia sobre el sectorial, salvo la existencia de un elemento objetivo y razonable que justifique el convenio de dicha unidad.

Articulo 2. Contenido y vigencia de los convenios colectivos
Uno. Modifica el apartado 3 del artículo 85 (contenido de los convenios)
Para la potenciación efectiva de las comisiones paritarias, sería preciso que las nuevas competencias que se contemplan en la letra h) del apartado 3 del artículo 85, pudieran ser desarrolladas de manera efectiva, y no meramente opcional como posibilita el anteproyecto.

Discrepancias en los procedimientos de consultas no sólo puede haberlas en los supuestos de los artículos 41.6 y 82.3, por lo que la previsión recogida para el punto 3º, de la letra h) del apartado 3 del artículo 85, no agota los supuestos en los que debería establecerse como contenido mínimo los términos y condiciones para el conocimiento y resolución de las discrepancias. 

Respecto al párrafo 1º de la letra i), debería corresponder a cada convenio determinar el porcentaje mínimo y máximo de distribución irregular, sin que se deba contemplar porcentaje alguno por ley a falta de previsión pactada. Por otra parte, la mención al 5 % resulta confusa sobre su incidencia práctica. Asimismo, la mención a la movilidad funcional es ambigua y su interpretación difícilmente determinable,
Dos. Modifica el apartado 3 del artículo 86 (vigencia)
La redacción del apartado 3 del artículo 86  no es suficiente clara  en relación con su prorroga durante el periodo de  negociación, en tanto lo establecido en el párrafo tercero sobre los contenidos prorrogados no ofrecen suficiente precisión al respecto, por lo que deberá establecerse específicamente el mantenimiento de la vigencia, salvo pacto en contrario, no sólo cuando hubiera transcurrido el plazo máximo de negociación sin alcanzarse un acuerdo y las partes del convenio no se hubieran sometido a los procedimientos a los que se refiere el párrafo anterior o éstos no hubieran solucionado  la discrepancia, sino también durante la negociación del convenio, por lo que la redacción del párrafo segundo podría ser la siguiente. “Las cláusulas convencionales por las que se hubiera renunciado a la huelga durante la vigencia de un convenio decaerán a partir de su denuncia, manteniendo su vigencia, salvo pacto en contrario, las restantes”

Respecto a los acuerdos que se contemplan en el párrafo tercero, su regulación es muy genérica y puede producir problemas, pues se debe precisar que la legitimación exigida para su firma es la misma que para el  convenio,  y que tendrá la naturaleza y el alcance respecto al convenio prorrogado que las partes acuerden.

Se añade en este apartado un tercer párrafo, idéntico al párrafo séptimo del apartado 3 del artículo 82, y casi idéntico al  párrafo  tercero  del apartado 6 del artículo 41, en el que se señala que se deben establecer, a través de los acuerdos del artículo 83, procedimientos eficaces para solventar las discrepancias existentes tras el transcurso de los plazos máximos de negociación sin alcanzarse un acuerdo, incluido el compromiso previo de someter las discrepancias a un arbitraje vinculante. Al respecto, debe hacerse la observación sobre la inconstitucionalidad de establecer por ley el arbitraje obligatorio, debiendo quedar  dicha facultad al acuerdo de los sujetos legitimados y no a un precepto legal. 
Artículo 3. Legitimación para la negociación de los convenios colectivos

Uno.  Modifica el artículo 87 (legitimación)
La legitimación sindical en la empresa y ámbitos inferiores debería corresponder al sindicato y no a la sección sindical, por ser contenido del derecho de libertad sindical en su vertiente colectiva el derecho a la autoorganización, y por formar parte de este derecho la constitución o no de secciones sindicales.

La unidad de negociación inferior debe ser la empresa, y en ningún caso un grupo de trabajadores con perfil profesional específico. A este respecto, señalamos nuestra frontal oposición al reconocimiento e impulso de los convenios-franja. Pero de seguir admitiéndose legalmente dicha unidad, para evitar la atomización sindical, debe exigirse, al igual que para el resto de la negociación en la empresa, que la legitimación corresponda a las secciones sindicales (salvo que en todo caso se opte por atribuir legitimación a los sindicatos, como se pide en el párrafo anterior)  que en su conjunto sumen la mayoría de los miembros del comité, y no de un colegio electoral concreto. 

Dos. Modifica el artículo 88 (Comisión negociadora)
Contempla el borrador de anteproyecto en la reforma propuesta del párrafo 2º, del  apartado 2, del artículo 88, la previsión sobre la inexistencia de órganos de representación en los ámbitos de negociación y la manera de facilitar la válida constitución de la mesa negociadora por la parte social, atribuyendo la legitimación a las organizaciones sindicales que ostenten la condición de más representativas en el ámbito estatal o de Comunidad Autónoma, pero limitando este reconocimiento, exclusivamente, al ámbito sectorial. No hay previsión alguna para el caso de que sea en la empresa el ámbito de negociación y no existan miembros del comité o delegados de personal elegidos. No se entiende el diferente trato dado en la norma a los ámbitos de negociación.

Artículo  6.  Flexibilidad interna negociada.

Apartados uno, dos, tres, cuatro y cinco. Modifican los artículos  40, 41, 51 y 82 (Movilidad geográfica; modificación sustancial de las condiciones de trabajo; despido colectivo;  concepto y eficacia de los convenios)
Las modificaciones que se proponen de los artículos 40, 41, 51 y 82, son notablemente insuficientes, en tanto que no se contempla, modificación de las causas, procedimientos en el ámbito de la empresa y sujetos legitimados en ausencia de representación legal de los trabajadores.

Por ello, se propone, en lo que sea contradictorio, su modificación en los términos contemplados para dichos artículos en la Iniciativa Legislativa Popular “Por el Empleo Estable y con Derechos” promovida por las organizaciones sindicales UGT y CCOO. 

Modificación  que igualmente se propone  respecto al artículo 47, que en cualquier caso debe contemplar la intervención de la Comisión paritaria. 

Artículo 7.  Consejo de Relaciones Laborales y de Negociación Colectiva

En el apartado 2.1º)  para la elaboración del Mapa de la Negociación Colectiva, debe incluirse a los acuerdos  colectivos, incluidos los de empresa. 

Disposición adicional primera. Procedimientos no judiciales

Debería fijarse un plazo máximo para el desarrollo de esta previsión, que podría ser diciembre de 2012.

Disposición transitoria primera. Régimen de aplicación temporal de las normas contenidas en este Ley.

Por respecto al principio de seguridad jurídica y equilibrio de lo acordado en los convenios colectivo actualmente vigentes, la entrada en vigor del artículo 1, en el que se modifica los artículos 83 y 84 del Estatuto de los Trabajadores, no debe producirse hasta la firma  de los próximos acuerdos o  convenios que al amparo del artículo les corresponde fijar las cláusulas de estructura y concurrencia, por lo que debe añadirse un nuevo párrafo que contenga dicha previsión.
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